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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, recaído en el proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín, Otero, Sule y Zaldívar, que modifica el artículo 74 de la Carta Fundamental.
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HONORABLE SENADO:








	Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros el proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín, Otero, Sule y Zaldívar (don Adolfo), que modifica el artículo 74 de la Carta Fundamental.








- - -





	En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 40 del Reglamento de la Corporación, cabe hacer presente que el artículo único de la iniciativa en informe necesita para su aprobación del voto conforme de las tres quintas partes de los Senadores en ejercicio, en conformidad a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 116 de la Carta Fundamental.





- - -











Antecedentes





	1.- El artículo 74 de la Ley Suprema dispone, en su inciso primero, que una ley orgánica constitucional determinará la organización y atribuciones de los tribunales y señalará las calidades que respectivamente deben tener los jueces y el número de años que deban haber ejercido la profesión de abogado las personas que fueren nombradas ministros de Corte o jueces letrados.





	Su inciso segundo preceptúa que la “ley orgánica constitucional relativa a la organización y atribuciones de los tribunales sólo podrá ser modificada oyendo previamente a la Corte Suprema”;





	2.- El artículo 16 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, por su parte, establece que “los proyectos que contengan preceptos relativos a la organización y atribuciones de los tribunales, serán puestos en conocimiento de la Corte Suprema para los efectos indicados en el inciso segundo del artículo 74 de la Constitución Política”, agregando que “el proyecto deberá remitirse a la Corte al momento de darse cuenta de él si el mensaje o moción se hubiere presentado sin la opinión de esa Corte, o deberá hacerse posteriormente por el presidente de la corporación o comisión respectiva si las disposiciones hubieren sido incorporadas en otra oportunidad o hubieren sido objeto de modificaciones sustanciales respecto de las conocidas por la Corte Suprema”;





	3.- La moción de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín, Otero, Sule y Zaldívar (don Adolfo).





	Los autores de la iniciativa expresan, en los fundamentos de la misma, que la aplicación práctica de la normativa constitucional y legal precedentemente mencionada ha permitido apreciar la existencia de algunas deficiencias que es conveniente subsanar.





	Agregan que uno de los principales problemas existentes consiste en que, si bien la citada disposición constitucional establece la obligación de oír previamente a la Corte Suprema para modificar la ley orgánica constitucional relativa a la organización y atribuciones de los tribunales, no señala qué sucede en caso de que el referido tribunal no emita opinión o la difiera indefinidamente.





	Ponen de relieve que ello reviste especial importancia, si se tiene presente que en algunas oportunidades el Máximo Tribunal ha demorado varios meses, y en ocasiones incluso más de un año, en dar a conocer su opinión, lo que puede llegar a significar la paralización de las iniciativas.





	Manifiestan que, a raíz de lo anterior, proponen establecer, como norma general, que la Corte Suprema deberá emitir su pronunciamiento en el plazo de treinta días, contado desde que se le haya comunicado el proyecto, disponiéndose que, en caso de no hacerlo en la oportunidad indicada, se tendrá por cumplido el trámite.





	Añaden que la iniciativa estatuye, asimismo, que si se trata de un proyecto respecto del cual el Presidente de la República ha hecho presente la urgencia para su despacho, la Corte deberá emitir opinión dentro del plazo que establezca la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, preceptuándose que si no lo hiciere se producirá el efecto precedentemente señalado.





	Destacan que la proposición que antecede es, a su juicio, una solución equilibrada que, por una parte, otorga al Máximo Tribunal la posibilidad de expresar su opinión dentro de un plazo razonable y, por otra, permite tramitar los proyectos con la necesaria rapidez y oportunidad.





	Hacen notar, enseguida, que otro problema relevante surgido de la aplicación práctica de los preceptos antes indicados ha sido la necesidad de consultar a la Corte Suprema cada vez que las disposiciones sean objeto de modificaciones sustanciales respecto de las conocidas por ella, lo que puede dar lugar -como en el hecho ha ocurrido- a múltiples y sucesivas consultas en relación con un mismo proyecto, toda vez que es propio de la naturaleza del trabajo legislativo que las iniciativas sean objeto de diversas enmiendas en el curso de los diferentes trámites constitucionales y reglamentarios.





	En atención a lo expuesto, proponen incluir en el artículo 74 de la Ley Suprema una disposición que establezca la obligación de solicitar la opinión de la Corte Suprema antes del término del primer trámite constitucional y, eventualmente, antes del término del segundo, en caso que la Cámara revisora haya introducido modificaciones sustanciales al proyecto aprobado por la Cámara de origen.





	Lo anterior -acotan- evita la multiplicidad de consultas respecto de un mismo proyecto, lo que innecesariamente recarga el trabajo de la Corte y dilata la tramitación de los proyectos y, al mismo tiempo, permite al mencionado tribunal emitir opinión sobre proyectos que ya han sido debatidos y perfeccionados en el proceso legislativo.





	Finalmente, hacen presente que, en caso que la opinión emitida por la Corte lo haga necesario o conveniente, la Sala de la Cámara respectiva siempre tendrá la posibilidad de enviar nuevamente el proyecto a Comisión, antes de pronunciarse en definitiva sobre el mismo en el primer o segundo trámite constitucional, según corresponda;





	4.- Historia del establecimiento de la norma contenida en el inciso segundo del artículo 74 de la Ley Suprema.





	Sobre el particular, cabe hacer presente que, en las actas de la sesión 301a., de la Comisión de Estudio de la Nueva Constitución, celebrada en martes 28 de junio de 1977, al discutirse la norma respecto a la consulta a la Corte Suprema de la ley orgánica constitucional relativa a la organización y atribuciones de los tribunales, el entonces Presidente de la Corte Suprema, señor José María Eyzaguirre Echeverría -invitado a la sesión- “acota que habría que agregar la condición de que la Corte Suprema tenga que aprobar la consulta”, a lo que el comisionado señor Sergio Díez responde “que no es así; la interpretación es la que señaló el señor Carmona: se trata de un simple conocimiento del asunto por parte de la Corte Suprema”, agregando que “de lo contrario se estarían otorgando facultades legislativas a la Corte Suprema”.





	Posteriormente, en la sesión 333a. de la aludida Comisión, de fecha 14 de diciembre de 1977, se analiza nuevamente la materia. Es así como el Presidente de la Comisión, señor Enrique Ortúzar, hace presente que “estaba señalando al señor Presidente de la Corte Suprema que la idea de la Comisión es la de que, al tratar el Capítulo relativo a la Ley, se consignen formalidades especiales para la modificación de las leyes relativas a la organización y atribuciones de los Tribunales de Justicia, sea que este trámite consista en una consulta a la Corte Suprema o al Consejo de Estado por la importancia que tienen estas leyes”.





	Respecto del planteamiento precedente, el entonces Presidente de la Corte Suprema, señor Eyzaguirre, “pregunta, respecto de esta consulta a la Corte Suprema que la Comisión ha planteado, qué pasaría si la Corte Suprema estuviera en desacuerdo con la iniciativa de ley”, a lo que el señor Ortúzar responde que, si bien la materia no se ha estudiado, “lo más probable, desde luego, es que en ese caso tenga que rechazarse el proyecto”.





	En relación con la opinión que antecede, el señor Lorca dice “que se trataría de una especie de veto de la Corte Suprema a la proposición de ley”, añadiendo que, a su juicio, ello “tiene su peligro”.





	Finalmente, el comisionado señor Jaime Guzmán, coincidiendo con la aprensión del señor Lorca, manifiesta que “cree, en todo caso, que no podría irse más allá de la consulta porque sería convertir virtualmente a la Corte Suprema en órgano legislativo”;





	5.- Jurisprudencia del Tribunal Constitucional.





	En relación con la normativa constitucional y legal precedentemente transcrita, el Tribunal Constitucional ha expresado, en sustancia, que el artículo 74 de la Constitución Política dispone que una ley orgánica constitucional determinará la organización y atribuciones de los tribunales que fueren necesarios para la pronta y cumplida administración de justicia y que esta ley orgánica sólo podrá ser modificada oyendo previamente a la Corte Suprema; que, como puede apreciarse, el mencionado artículo 74 no precisó el alcance de la expresión “previamente” dejando esta determinación a la ley orgánica constitucional respectiva, y que la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, desarrollando un texto armónico y sistemático con el artículo 74 de la Ley Suprema, precisó el alcance de la expresión “previamente” al regular la oportunidad en que deben ser puestos en conocimiento de la Corte Suprema los proyectos relativos a la aludida ley orgánica, y





	6.- Opinión de la Corte Suprema.





	Cabe anotar que -a raíz de encontrarse en trámite en el Senado un proyecto de la H. Cámara de Diputados que modificaba el artículo 16 de la ley Nº 18.918- esta Comisión consultó, con fecha 12 de abril de 1995, la opinión de la Corte Suprema sobre la posibilidad de incluir en el aludido precepto legal una norma que estableciera plazo a la Corte Suprema para dar a conocer su parecer y dispusiera, que si no lo hiciera dentro de él, se tendría por cumplido el trámite.





	El Máximo Tribunal, mediante oficio de fecha 19 de abril de 1995, informó negativamente esta materia “porque la voluntad del constituyente fue que “la ley Orgánica Constitucional relativa a la organización y atribuciones de los tribunales sólo podrá ser modificada oyendo previamente a la Corte Suprema”, de lo cual se infiere que constitucionalmente, no es posible prescindir, en caso alguno del informe, y si lo hiciere el Tribunal Constitucional podría rechazarlo”.








Discusión en general





	El proyecto en análisis propone reemplazar el inciso segundo del artículo 74 de la Constitución Política por los siguientes:





	“La ley orgánica constitucional relativa a la organización y atribuciones de los tribunales sólo podrá ser modificada oyendo previamente a la Corte Suprema. Para tal efecto, la Cámara de origen deberá solicitar la opinión de esa Corte, antes del término del primer trámite constitucional. Asimismo, se deberá consultar nuevamente el parecer del mencionado tribunal antes del término del segundo trámite constitucional, cuando durante este último se hayan introducido modificaciones sustanciales al proyecto aprobado por la Cámara de origen.





	La Corte Suprema deberá pronunciarse dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que se le hubiese comunicado el proyecto de ley. Con todo, cuando se tratare de una iniciativa legal respecto de la cual el Presidente de la República hiciere presente la urgencia para su despacho, se pondrá esa circunstancia en conocimiento de la Corte y, en tal caso, ésta deberá pronunciarse dentro del plazo que establezca la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.





	Si la Corte Suprema no emitiere opinión dentro de los plazos indicados en el inciso precedente, según el caso, se tendrá por cumplido el trámite.”.








	Al comenzar el estudio de esta materia, la Comisión acordó dejar expresa constancia que el H. Senador señor Hamilton tuvo activa y destacada participación en la gestación de esta iniciativa de reforma constitucional y que no aparece entre quienes la suscriben por haberse encontrado fuera del país en el momento en que fue presentada.





	Luego de debatir la iniciativa en informe, la Comisión aprobó en general el proyecto por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señores Hamilton, Larraín, Letelier, Otero y Sule, por coincidir plenamente con la finalidad que lo inspira, toda vez que la moción es de iniciativa de sus integrantes.





	Es dable señalar que, además de las consideraciones expresadas en los fundamentos de la moción en análisis, la Comisión tuvo presente que al establecer la exigencia de oír previamente a la Corte Suprema antes de modificar la ley orgánica constitucional tantas veces señalada, el constituyente sólo tuvo el propósito de otorgar al Máximo Tribunal la posibilidad de expresar su opinión en relación con las iniciativas legales que incidan en las materias a que se refiere el artículo 74 de la Ley Suprema.





	Ahora bien, entender la norma en términos absolutos, configuraría un verdadero derecho a veto que se otorgaría a la Corte Suprema, pues mediante el simple expediente de abstenerse de dar su opinión o de postergarla por tiempo indefinido produciría el efecto de paralizar completamente la tramitación del proyecto e impedir que se convierta en ley.





	Lo anterior no resulta coherente con el hecho de que en nuestro ordenamiento institucional los únicos órganos colegisladores son el Congreso Nacional y el Presidente de la República y, consecuentemente, ellos son los llamados a determinar la conveniencia o inconveniencia de dictar una ley, así como la oportunidad para hacerlo.





	Cabe hacer presente que el proyecto en informe ha circunscrito la obligación de consultar el parecer de la Corte Suprema a los dos primeros trámites constitucionales, en la forma precedentemente explicada, en consideración a que, de acuerdo al procedimiento legislativo consagrado en nuestra Carta Fundamental, es básicamente en ellos donde existe la posibilidad de efectuar enmiendas o incorporar preceptos nuevos a las iniciativas legales, mientras que los restantes trámites regulan la forma de superar las diferencias, cuando en los dos primeros se han producido discrepancias entre las Cámaras.





	En efecto, el tercer trámite constitucional únicamente tiene por objeto que la Cámara de origen se pronuncie sobre las modificaciones introducidas por la revisora.





	La Comisión Mixta a que se refiere el artículo 68 de la Carta Fundamental, por su parte, tiene por finalidad proponer la forma y modo de superar las divergencias producidas, en caso que en el tercer trámite la Cámara de origen rechace, total o parcialmente, las enmiendas efectuadas por la revisora.





	Por último, es del caso anotar que al estatuir que la consulta a la Corte Suprema debe hacerse antes del término del primer trámite y, cuando procediere, antes de finalizar el segundo, la Comisión ha tenido en consideración la conveniencia de que se escuche la opinión del Máximo Tribunal no al  comienzo  del  proceso  legislativo -cuando es previsible que la iniciativa todavía será objeto de numerosas enmiendas-, sino una vez que las Cámara hayan tenido la oportunidad de analizar el proyecto y de efectuarle las modificaciones que estimen pertinentes en las distintas etapas reglamentarias de los dos primeros trámites constitucionales.





	Para ello, se propone que la consulta se haga una vez emitido el segundo informe de la Comisión técnica correspondiente y antes de la discusión en particular del proyecto en la Sala, de tal manera que ésta tenga a la vista la opinión de la Corte Suprema sobre el proyecto que considerará en esta etapa final del trámite y no sobre la versión inicial del mismo que, como se ha dicho, puede haber sido objeto de múltiples modificaciones.








Discusión en particular





	A continuación, la Comisión procedió a aprobar el artículo único de la iniciativa, con enmiendas menores de índole meramente formal, por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señores Hamilton, Larraín, Letelier, Otero y Sule.











	En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, tiene el honor de proponeros que aprobéis el siguiente





              PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:








	“Artículo único.- Reemplázase el inciso segundo del artículo 74 de la Constitución Política por los siguientes:





	“La ley orgánica constitucional relativa a la organización y atribuciones de los tribunales sólo podrá ser modificada oyendo previamente a la Corte Suprema. Para tal efecto, la Cámara de origen deberá solicitar la opinión de esa Corte antes del término del primer trámite constitucional. Asimismo, se deberá consultar nuevamente el parecer del mencionado tribunal antes del término del segundo trámite constitucional, cuando durante este último se hayan introducido modificaciones sustanciales al proyecto aprobado por la Cámara de origen.





	La Corte Suprema deberá pronunciarse dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que se le hubiese comunicado el proyecto de ley. Con todo, cuando se tratare de una iniciativa legal respecto de la cual el Presidente de la República hiciere presente la urgencia para su despacho, se pondrá esa circunstancia en conocimiento de la Corte y, en tal caso, ésta deberá pronunciarse dentro del plazo que establezca la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.





	Si la Corte Suprema no emitiere opinión dentro de los plazos aludidos en el inciso precedente, según el caso, se tendrá por cumplido el trámite.”.”.











	Acordado en sesión celebrada el día 31 de mayo de 1995, con asistencia de sus miembros HH. Senadores señores Miguel Otero Lathrop (Presidente), Juan Hamilton Depassier, Hernán Larraín Fernández, Carlos Letelier Bobadilla y Anselmo Sule Candia.





	Sala de la Comisión, a 2 de junio de 1995.









































	                     PATRICIO USLAR VARGAS


	                                   Secretario
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